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INTRODUCCIÓN
En el marco del proceso de discusión que debe 
surtir el proyecto de reforma de la Ley 30 de 1992, 
presentado recientemente por el Gobierno nacional, 
es necesario partir de indicadores básicos, suminis-
trados por el Sistema de Información de la Educa-
ción Superior (Snies) del Ministerio de Educación 
Nacional, que permitan conocer el estado actual de 
la educación superior en Colombia.
CLASIFICACIÓN DE LAS INSTITUCIONES 
DE EDUCACIÓN SUPERIOR1
Instituciones de educación superior 286:
- Universidades:  80 (32públicas y 48 
privadas)
- Instituciones universitarias: 114
- Instituciones tecnológicas: 51
- Instituciones técnicas: 41
Universidades acreditadas institucionalmente: 21
- Públicas:  8 
- Privadas: 13
Presupuesto general para el año 2011: 
- 4 billones de pesos aproximadamente
- Aportes de la nación y las entidades territoriales 
a las IES: 2.48 billones (para el año fiscal 2011). 
Según datos del MEN.
Aporte promedio por estudiante del Estado a la 
universidad pública: $3.515.548.
- Participación del Estado a comienzo del 
 año 2000:  95%
Participación del Estado hoy: 55%
Alumnos en Universidades 
públicas: 927.295 al 2010
Alumnos en Universidades 
privadas: 741.125 al 2010
Distribución de ingresos en las Universidades 
públicas (según MEN):
Aportes oficiales: 55%
Matrículas: 16%
Asesorías: 12%
Otros ingresos: 12%
Educación Continuada: 3%
Investigación: 2%
Distribución de gastos en las Universidades 
públicas (según MEN):
Docencia:  43%
Administración: 41%
Otros gastos:  9%
Extensión:  6%
Investigación:  1%
Grupos de investigación:
Universidad Nacional de Colombia:  636
Universidad de Antioquia:  225
Universidad del Valle:  167
Universidad de Los Andes (privada):  154
Universidad Javeriana (privada):  125
Universidad Industrial de Santander:  97
Universidad Externado de Colombia (privada):  43
Universidad del Norte (privada):  40
Universidad Tecnológica de Pereira:  88
Universdiad del Quindío: 34
Universidad Católica de Risaralda (privada): 15
Universidad de Caldas:  58
Universidad del Tolima: 38
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Los datos relacionados anteriormente caracteri-
zan cuantitativamente el sistema de educación su-
perior, que se regula actualmente por la Ley 30 del 
29 de diciembre de 1992, y que actualmente pre-
tende reformarse, actualizarse o simplemente cam-
biarse. El mecanismo es un proyecto de reforma 
que viene generando un sinnúmero de posiciones 
tanto a favor como en contra del mismo. Indu-
dablemente, hace falta mayor difusión y clarifica-
ción frente a la intencionalidad de la reforma. Se 
adolece de una fase amplia o etapa de discusión 
y análisis en los diversos sectores que permean: 
alumnos, padres de familia, profesores, adminis-
trativos y directivos académicos entre otros; para 
luego abordar un escenario de concertación entre 
el Gobierno central, el ministerio del ramo y las 
instituciones de educación superior; y finalmente 
radicar un proyecto de ley en el Congreso de la 
República, de modo que recoja lo anterior. Los te-
mas que se tratarán se reúnen en cuatro grandes 
aspectos: autonomía universitaria, calidad y acredi-
tación; ciencia, tecnología e innovación y posgra-
dos; y financiamiento y organización del sistema 
de educación superior.
AUTONOMÍA UNIVERSITARIA, CALIDAD 
Y ACREDITACIÓN: EL COMPONENTE 
DE LA AUTONOMÍA
Diagnóstico del Estado
El concepto de autonomía universitaria se refiere 
a la libertad de acción de los centros educativos su-
periores, de modo que las restricciones son excep-
cionales y deben estar expresamente previstas en la 
ley. La Honorable Corte Constitucional lo explica y 
justifica en lo conceptual: “La Universidad es, desde 
sus orígenes en los siglos XIII y XIV, una institución 
marginal, necesaria para la sociedad que la crea y 
la reclama, pero distinta de ella misma; su misión 
fundamental es, según Michele Henry, “la cultura”, 
concepto que se preserva y construye a partir del 
tríptico que conforman la ética, la ciencia y la esté-
tica, y que se realiza a través de acciones dirigidas a 
producir y adecuar conocimiento, y a transmitir un 
determinado saber a tiempo que lo hace crecer con 
base en la investigación. Por eso quienes la integran 
están legitimados, y así lo reconocen el Estado y la 
sociedad, para darse sus propias leyes y directivas, 
leyes que paralelamente permitan su conservación 
y crecimiento”.
Discusión sobre la reforma
El tema de la autonomía es uno de los que más 
preocupa a la comunidad universitaria del país, 
pues es vigilada y controlada mediante la partici-
pación del Gobierno en los consejos superiores. 
Además, “la autonomía para la administración de 
recursos y garantizar el cumplimiento de su misión 
social, ha recibido toda clase de presiones inde-
bidas, a través de la manipulación de indicadores 
y el manejo de mecanismos de premio y castigo, 
para que se cumplan las metas de aumento de 
cobertura, con los mismos o menores recursos. 
Si una Universidad, en ejercicio de su autonomía 
responsable y su compromiso con la sociedad, da 
prioridad a la formación de alto nivel  con base 
en incentivos a la investigación y desarrollo de los 
posgrados, puede ser castigada fiscalmente” (Or-
dóñez, s.f.).
Lo que se encuentra en riesgo es lo dispuesto 
en nuestra normatividad: “Ley 30/92: Artículo 28. 
La autonomía universitaria consagrada en la Consti-
tución Política de Colombia y de conformidad con 
la presente ley, reconoce a las Universidades el de-
recho a darse y modificar sus estatutos, designar 
sus autoridades académicas y administrativas, crear, 
organizar y desarrollar sus programas académicos, 
definir y organizar sus labores formativas, acadé-
micas, docentes, científicas y culturales, otorgar los 
títulos correspondientes, seleccionar a sus profeso-
res, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspon-
dientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus 
recursos para el cumplimiento de su misión social 
y de su función institucional. Corte Constitucional:- 
Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la 
Corte Constitucional, mediante Sentencia C-337-96 
del 1 de agosto de 1996, Magistrado Ponente Dr. 
Hernando Herrera Vergara”.
La Honorable Corte explica que “las Universida-
des del Estado son instituciones que para mante-
ner y preservar su esencia deben estar ajenas a las 
interferencias del poder político; en consecuencia, 
no pueden entenderse como parte integrante de la 
administración, o como organismos supeditados al 
poder ejecutivo, ellas deben actuar con indepen-
dencia del mismo y no estar sujetas a un control de 
tutela como el concebido para los establecimientos 
públicos, concepto que por sí mismo niega la au-
tonomía”.
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Propuesta de la Universidad del Quindío
El artículo 28 de Ley 30 de 1992 se conserva en 
el proyecto en el artículo 6, ampliando su cober-
tura a otras instituciones diferentes a las Universi-
dades. Sin embargo, se ha generado preocupación 
en la comunidad universitaria, debido a que existe 
la posibilidad de vulneración de esta prescripción 
por el ingresos del capital privado y sus exigencias 
(hoy desconocidas), razón por la cual desde la Uni-
versidad del Quindío se considera la necesidad de 
respaldar la propuesta de ley estatutaria sobre au-
tonomía, simultánea a la reforma a la Ley 30, como 
se expuso en el Consejo Nacional de Rectores, (AS-
CUN, 29 marzo 2011), para darle un sustento legal a 
dicha dimensión, consagrada en el artículo 69 de la 
Constitución Política.
COMPONENTE DE LA CALIDAD 
Y LA ACREDITACIÓN
Diagnóstico del Estado
A partir de la normatividad vigente y del Plan 
Decenal de Educación 2006-2016, el Gobierno na-
cional, mediante la propuesta de reforma de la ley 
30 de 1992, se ha trazado la meta del mejoramiento 
de la calidad en el nivel de la educación superior. Lo 
anterior contempla el fortalecimiento de la acredita-
ción y el sistema de aseguramiento de la calidad y la 
evaluación. Esto implica, además, que se alcancen 
ciertos niveles de desarrollo y competitividad, para 
lo cual, se prevé la urgencia de abordar la innova-
ción, el uso de nuevas tecnologías, la investigación 
y el emprendimiento. Desde luego, la obtención de 
altos indicadores de calidad implica que el sector 
de la educación superior se convierta en modelo de 
eficiencia, transparencia y gestión de calidad.
En esta línea de pensamiento, se pretende tam-
bién que la búsqueda de la calidad educativa, co-
loque a Colombia en sintonía con el contexto in-
ternacional de la educación superior. Ello conduce 
a superar desigualdades e inequidades del sector, 
para permitir el fortalecimiento de sistemas educa-
tivos incluyentes, sistemas de evaluación pertinen-
tes, progresivas estrategias de internacionalización 
y una evidente diversificación y flexibilización del 
sistema. En esta perspectiva se hacen comparativos 
con las transformaciones en la educación superior, 
desarrolladas en la última década, en países como 
Brasil, Chile, China, Estados Unidos y Corea.
Así pues, para el componente de la calidad, el 
Gobierno nacional diseñó en el proyecto de refor-
ma de la Ley 30 el Título V: Sistema de Calidad de 
la Educación Superior. Capítulo I: Aseguramiento 
de la Calidad, Acreditación, Evaluación y Fomento, 
plasmado y desarrollado en los artículos 72 al 81. 
Parte de ciertos logros del sector como el Sistema 
de Aseguramiento de la Calidad de la Educación 
Superior (Saces), esto permitió que el 100% de los 
programas cuente con certificación de calidad; el 
13% tenga acreditación de alta calidad, 21 institu-
ciones acreditadas institucionalmente (8 son públi-
cas y 13 privadas), 4072 grupos de investigación 
registrados en Colciencias, 405 revistas indexadas, 
y 13.5% de los docentes con formación doctoral. 
No obstante lo anterior, Colombia no tiene ninguna 
Universidad entre las quince primeras de América 
Latina ni entre las primeras 500 del mundo.
Discusión sobre la reforma
Desde luego, la calidad va de la mano del tipo 
de institución, cuyas características determinan su 
proyección social. En este sentido, la propuesta mo-
difica la denominación en el sistema universitario 
y las instituciones técnicas, tecnológicas y univer-
sitarias pasarían a ser simplemente instituciones de 
educación superior, mientras que, por otra parte, 
las Universidades conservarían su designación, para 
lo cual deben ajustarse a cinco exigencias:
1. Contar con cuerpos profesorales en ciencias bá-
sicas.
2. Contar con acreditación institucional.
3. Contar con programas académicos en por lo me-
nos tres áreas del conocimiento.
4. Desarrollar investigación de alto nivel, demostra-
ble a través de grupos de investigación recono-
cidos en las dos categorías superiores definidas 
por Colciencias y por lo menos en tres áreas del 
conocimiento.
5. Tener por lo menos un programa de doctorado 
debidamente autorizado.
De esta manera, aunque se mantiene el espíritu 
de la acreditación, el texto refleja la contradicción, 
en donde, por un lado se mantiene el carácter de 
gestión autónoma y voluntaria, pero por otro, se 
vuelve obligatorio para las Universidades que quie-
ran mantener su condición. 
Por esta razón, de más de ochenta Universida-
des, solamente veintiuna tendrán la impronta de 
acreditadas institucionalmente, según los indica-
dores actuales, y cerca de sesenta perderían dicha 
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calificación. En caso de darse esta situación, ¿cómo 
pasarían a denominarse las que no puedan man-
tenerse como “Universidades”? Desde luego, ello 
afectaría la calidad, por cuanto tendríamos institu-
ciones de educación superior de primera, de se-
gunda y de tercera. El riesgo consiste entonces en 
que Colombia tendría dos tipos, no las públicas y 
privadas respectivamente, sino entre las de buena 
calidad y las de baja calidad. Panorama que surge 
de la consideración de que las Universidades de alta 
calidad necesitan recursos superiores a la inflación. 
Por otro lado, frente al hecho de que la educa-
ción superior pública colombiana está perdiendo su 
capacidad de reclutar a los mejores profesores y de 
actualizarse para mantener su calidad, esta reforma 
no diseña incentivos para mejorar en ese campo. En 
el caso de la Universidad pública, lo que se debería 
buscar es un sistema de distribución de recursos 
que apunte hacia ese objetivo, es decir, que en lu-
gar de ofrecer más dinero a las Universidades que 
amplíen solo en cobertura, estos recursos los des-
tinen también a evidencias en procesos de calidad 
(Angulo, C. 2011). 
Con respecto a la investigación, tal como se 
presenta en la propuesta, se podría entender que 
la investigación de alto nivel se restringe para las 
Universidades, lo cual sería una gran desmotivación 
para el esfuerzo que vienen adelantando las que no 
lo son. Aunque se abre la posibilidad para que los 
institutos y centros dedicados exclusiva o primor-
dialmente a la investigación, puedan ofrecer, previo 
convenio con instituciones de educación superior, 
y conjuntamente con estas, programas de posgrado. 
Lo que no se detalla es si las IES en convenio deban 
tener o no un pregrado directamente relacionado 
con el posgrado.
Según se deduce de la propuesta, la división 
actual de metodologías presenciales, a distancia y 
virtuales, desaparecerían y comenzaríamos a hablar 
en Colombia de una sola formación, que integre, 
en ejercicio de la autonomía de las IES, las mejores 
alternativas pedagógicas de mediaciones virtuales, 
presencialidad y otros recursos tecnológicos. Dice 
la propuesta que “las instituciones de educación 
superior definirán, de manera autónoma, las moda-
lidades en las que desarrollen sus programas aca-
démicos”.
Propuesta de la Universidad del Quindío
Para atender eficientemente la educación supe-
rior con calidad, es imprescindible la distribución 
equitativa y justa del presupuesto asignado al siste-
ma. Para alcanzar los niveles de calidad exigidos es 
necesario que el Estado haga los aportes programa-
dos, de tal forma que se consoliden los planes de 
mejoramiento como obras de infraestructura, labo-
ratorios, bibliotecas, tecnologías de la información 
y la comunicación. Lo anterior parte del supuesto 
de que todo indicador de calidad tiene un costo 
asociado.
Se requiere un sistema de calidad unificado que 
incluya los ciclos previos de la educación, de tal 
forma que los resultados esperados y que la socie-
dad le exige a la educación superior, correspondan 
con estrategias pedagógicas integrales. Por ejemplo, 
muchos de los fenómenos de desempeños acadé-
micos deficientes en la universidad, como los bajos 
niveles en matemáticas y comprensión lectora, tie-
nen que ver con déficit de formación acumulados 
de la primaria y el bachillerato. Esta situación per-
petúa la inequidad entre los sectores más pobres 
de la población, que no pueden acceder a la edu-
cación superior, no solo por motivos ecónomicos, 
sino también por las deficiencias en formación de 
los sectores precedentes, y los sectores más privile-
giados, que gracias a una mejor educación previa, 
se están quedando con los cupos de las Universida-
des públicas.
Por lo anterior, es necesario articular en la pro-
puesta el tema de la calidad de la educación supe-
rior en un único organismo autónomo que regu-
le tanto los procesos de acreditación como los de 
aseguramiento de la calidad (registro calificado) de 
programas e instituciones y aún las certificaciones 
de procesos administrativos a las que hoy día están 
obligadas las Universidades para cumplir otras nor-
matividades. Dicho organismo, a su vez, diseñaría 
los sistemas de evaluación de calidad para insti-
tuciones de educación básica y media. Generaría 
sinergia en todo el sistema de educación público, 
con el objetivo claro de alcanzar lugares de privile-
gio en las pruebas internacionales como Pisa, para 
ubicar, en el mediano plazo, una de nuestras insti-
tuciones universitarias entre las mejores quinientas 
del mundo.
CIENCIA, TECNOLOGÍA 
E INNOVACIÓN Y POSGRADOS
Diagnóstico del Estado
Teniendo en cuenta que la investigación es fun-
damento de la docencia, medio de avance de la 
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sociedad y soporte de la transferencia social del 
conocimiento, la propuesta desarrolla, en el título 
XI, el componente de investigación, innovación y 
desarrollo (I+D+I), que no se había desplegado ex-
plícitamente en la Ley 30, el cual busca, según el 
Gobierno, atender el desafío de promover la mayor 
articulación entre la academia y los requerimientos 
de la sociedad.
De acuerdo con la norma, el Ejecutivo quiere 
calidad, propósito loable que se refleja en los textos 
de los artículos 147 y 148: 
“Las Instituciones de Educación Superior deben 
asumir como uno de sus objetivos el desarrollo de 
investigación científica, técnica y artística, así como 
la formación de investigadores y abordarán tanto la 
investigación básica, como la investigación aplicada 
y la innovación” (Artículo 147). 
“La actividad y dedicación investigadora y la 
contribución al desarrollo científico, tecnológico o 
artístico de los docentes e investigadores de las Ins-
tituciones de Educación Superior, será un criterio 
para determinar la calidad y eficiencia de las Institu-
ciones de Educación Superior”(Artículo 148)
Los dos artículos pretenden, como debe ser, que 
las instituciones de educación superior (IES) cum-
plan con los más altos estándares de calidad. Se 
aspira a que avancen en investigación básica, inves-
tigación aplicada e innovación. Esta disposición se 
aplica a todas las IES - públicas y privadas (Gonzá-
lez y Bonilla, 2011).
En cuanto a los demás artículos (149 a 153), es-
tos buscan generar las condiciones para que la in-
vestigación en las IES se articule con el sector pro-
ductivo, los planes de competitividad y el Sistema 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 
Discusión sobre la reforma
La necesidad de que el país avance a grandes 
pasos en procesos de ciencia, tecnología e inno-
vación, que soporten el desarrollo de empresas de 
base tecnológica, es un tema que nos debe preocu-
par a todos en la comunidad académica. En el mar-
co de un evento patrocinado por el Ministerio de 
Educación Nacional, Colciencias y Microsoft en el 
año 2005, denominado Diálogo sobre liderazgo ins-
titucional. La renovación de las Universidades de 
investigación: Construyendo capacidades para la 
innovación tecnológica, que fue auspiciado por el 
Massachusetts Institute of Technology (MIT), se hi-
cieron importantes recomendaciones sobre el tema 
que no han sido suficientemente debatidas para ali-
mentar la propuesta del articulado. En dicho evento 
se presentaba el escalafón de Universidades de in-
vestigación por región, que mostraba a Latinoaméri-
ca en el 2005 con solo 7 instituciones en el Top 500.
Cómo causas de dicho retraso se enumeraban 
las siguientes:
1. Falta de apoyo financiero por parte del Gobier-
no.
2. Escasa comunicación entre investigadores uni-
versitarios y la iniciativa privada, con marcadas 
diferencias filosóficas que distancian a los secto-
res productivo y académico de las instituciones 
académicas.
3. Baja compensación y pocos incentivos para los 
investigadores limitando su interés para realizar 
proyectos productivos para el sector privado.
4. Baja presencia de capitales de riesgo y debilidad 
en los planes de negocios que incentiven a la 
banca de inversión a la transferencia de tecnolo-
gía y a la creación de nuevos negocios.
5. Escasa colaboración entre las Universidades y el 
Gobierno para atender las necesidades comuni-
tarias.
Además de lo anterior, mientras nuestro país in-
vierte únicamente 0,16% del PIB en investigación 
y desarrollo, países como Corea invierten 3,21%, 
Estados Unidos 2,32%, Costa Rica 0,32%, Argentina 
0,81% y Brasil 1,1% (Banco Mundial). De otra parte 
solo contamos con 81 científicos e ingenieros en 
investigación y desarrollo por millón de habitantes 
(Suiza tiene 5.171 y México 259).
Entre las principales recomendaciones que sur-
gieron de aquel evento estaban la de desarrollar 
una política nacional en materia de investigación, 
que fuera más competitiva y coherente con una es-
trategia de desarrollo regional, para que, de manera 
estratégica, se promoviera la competitividad nacio-
nal y se instituyera un entorno transparente en ma-
teria de derechos de propiedad intelectual, como el 
establecido por la Bayh-Dole Act (también llamada 
en Estados Unidos la ley de procedimientos de pa-
tentes en universidades y pequeñas empresas), que 
asegure a las Universidades beneficios en el manejo 
de propiedad intelectual sobre los resultados de las 
investigaciones, concediéndole reconocimiento y 
beneficios a la facultad y al cuerpo estudiantil parti-
cipante en la investigación.
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Propuesta de la Universidad del Quindío
Los propósitos de la propuesta en investigación, 
innovación y desarrollo (I+D+I) se quedarán en 
buenas intenciones si no se asignan los recursos, 
habida cuenta de la naturaleza de costo marginal 
creciente en la inversión en ciencia y tecnología. 
Cómo lo describen González y Bonilla (2011): “El 
costo marginal creciente significa que se tiene que 
incurrir en un costo mayor a medida que se va avan-
zando en la innovación, en los descubrimientos en 
ciencia y tecnología, y en la calidad de los doctora-
dos. En la formación de doctores no hay economías 
de escala. Todo lo contrario: Una tesis de excelen-
cia, por ejemplo, requiere más dedicación a medida 
que el conocimiento se hace más complejo”. 
El Gobierno ha anunciado recursos de regalías 
en el trámite del proyecto que cursa en el Congreso 
de la República, que se espera se concreten en un 
futuro próximo para alcanzar los niveles de inversión 
de países que han podido superar los límites de po-
breza y desigualdad con el desarrollo tecnológico. La 
propuesta del Ejecutivo deberá complementarse con 
disposiciones que permitan invertir recursos públicos 
como capital de riesgo, en asocio con entidades pri-
vadas, permitir la creación de empresas de base tec-
nológica con recursos de las Universidades, así como 
la participación accionaria de profesores que osten-
ten la calidad de servidores públicos. Estos podrán 
recibir regalías o utilidades por sus descubrimientos 
y generar un grupo especial de la Contraloría Gene-
ral de la República encargado de vigilar los recursos 
públicos allí comprometidos, pero debidamente for-
mado para entender la dinámica de la investigación y 
la innovación y los riesgos implícitos subsanados en 
el largo plazo. Lo anterior acompañado con la ley de 
procedimientos para patentes para generar el marco 
normativo que proteja la propiedad intelectual de las 
Universidades y sus profesores.
FINANCIAMIENTO
Un déficit de 700 mil millones
Édgar Varela, Vicerrector Administrativo de la Uni-
versidad del Valle, hace un análisis de los recursos 
que adeuda el Gobierno nacional a las Universidades 
públicas. Están representados de la siguiente forma:
•	 260.000	millones	de	pesos	del	decreto	1279	de	
2002, sobre escalafón docente de la Universidad 
pública, que aumentó los salarios y estableció un 
sistema de puntos que se va acumulando.
•	 250.000	millones	de	pesos	como	resultado	de	los	
cambios normativos, como por ejemplo los de 
cotización de pensiones.
•	 190.000	millones	de	pesos	por	el	aumento	en	las	
cotizaciones de salud y una sentencia de la Corte 
Constitucional que puso a docentes y adminis-
trativos que trabajan por contrato, a devengar 
en las mismas condiciones que el personal de 
planta o permanente.
•	 Más	impuestos	prediales,	de	valorización	y	ser-
vicios, así como el reforzamiento estructural de 
edificaciones o para personas con discapacidad.
•	 El	 10%	 de	 descuento	 en	 las	 matrículas	 a	 los	
alumnos que sufragan en las elecciones, repre-
sentó, para 2009, 18.400 millones.
Diagnóstico del Estado
El Gobierno asegura que con su propuesta y a 
través de un esfuerzo conjunto entre el Estado y el 
sector privado, se podrá alcanzar inversión de 2.4 
billones de pesos adicionales para el sector en los 
próximos 3 años. De esos recursos, el Estado desti-
naría 410.000 millones de pesos a las instituciones y 
otros 774.000 millones de pesos a créditos y subsi-
dios para los más necesitados. 
Para la financiación de la educación superior 
pública la propuesta de reforma mantiene, en su 
artículo 103, la estructura de la ley 30 de 1992 de 
aportes indexados (lo cual ha generado inequidades 
entre las Universidades públicas) y les establece un 
plazo de seis meses a las entidades territoriales para 
suscribir acuerdos de pago con las Universidades 
por los aportes adeudados. El artículo 104 establece 
que tanto el Gobierno nacional como las entidades 
territoriales podrán hacer aportes adicionales para 
el mejoramiento de la calidad de las IES públicas, 
sin que estos aportes constituyan base presupuestal.
El artículo 105 del proyecto asocia el financia-
miento de la educación superior con el ciclo econó-
mico, es decir, con la tasa de crecimiento del PIB. 
“Al respecto supongamos con optimismo que el PIB 
crece 7,5 %. En tal hipótesis, dice el artículo 105, el 
presupuesto de las IES públicas aumentaría el 50 
por ciento de la tasa de crecimiento, es decir 3,75%. 
Esta mayor financiación, a duras penas, compensa-
ría los cambios en cobertura. Si el año siguiente el 
PIB crece 4 por ciento, las IES públicas aumentarían 
sus ingresos en 30 por ciento de la tasa de creci-
miento del PIB, es decir 1,2 %”. (González y Bonilla, 
2011). El artículo 106 establece un punto adicional 
en el 2012 a los recursos apropiados para las IES 
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públicas en el 2011, dos puntos adicionales en el 
2013 y tres puntos entre el 2014 y el 2019. Estos re-
cursos estarían destinados, entre otras cosas, al au-
mento de la cobertura, cualificación de profesores 
e investigación, pero no constituirían base presu-
puestal. Por su parte, el artículo 107 fija además tres 
puntos adicionales condicionados a desempeño de 
las instituciones y firma de convenios plurianuales 
de desempeño.
De otra parte, el artículo 109 establece la posi-
bilidad de asignar recursos públicos a IES privadas. 
Para financiar proyectos de educación superior, se 
propone la creación de un fondo mixto que permi-
tiría vincular capital privado a la prestación de servi-
cios de educación superior, denominado Sociedad 
de Fomento a la Inversión Privada en Educación 
Superior (artículo 111), y asigna al Fondo Nacional 
de Garantías (FNG) la función de garantizar los cré-
ditos de las IES (artículo 112).
En cuanto al subsidio a la demanda, el Gobierno 
propone que el valor de las matriculas se podrá co-
brar al estudiante al inicio o durante el periodo aca-
démico. O diferir el pago parcial o totalmente, para 
cuando se haya graduado, vinculado al mercado 
laboral y superado un nivel de ingreso, de acuerdo 
con la reglamentación que expida cada institución 
para tal finalidad, sistema que además podrá utilizar 
el Icetex y otras instituciones de crédito educativo. 
Discusión sobre la reforma
La propuesta del Gobierno nacional a la refor-
ma de la educación superior es, ante todo, de tipo 
gerencial; concentra sus esfuerzos en lo administra-
tivo-financiero y esquiva el tratamiento a profundi-
dad de los temas fundamentales de lo académico y 
lo científico. Este rasgo no es consistente con uno 
de los elementos de la motivación inicial de la refor-
ma como es la preocupación por la calidad. 
Una primera inquietud que surge es si realmente 
se justifica una reforma de la Ley 30 de 1992, cuando 
esta no ha sido asimilada totalmente por el sistema 
universitario y algunos procesos están aún en vía de 
implementación. Por qué más bien no concentrar 
el esfuerzo en resolver problemas ya identificados 
aprovechando las experiencias de otros países.
Muchas de las debilidades expuestas en el do-
cumento base de esta discusión podrían corregirse 
en el corto tiempo a través de decretos reglamenta-
rios. Da para pensar que detrás de la motivación que 
aquí se expone hay otra, de pronto de mayor peso, 
y es la dificultad del Gobierno para responderle a las 
Universidades públicas por una deuda acumulada. 
Esta tiene su origen en decisiones tomadas a través 
de decretos reglamentarios y complementarios de la 
Ley 30, y que tienen, además, al sistema universitario 
estatal al borde de una crisis financiera, con serias 
dificultades que afectan la calidad de la educación 
que se está ofreciendo. Este panorama es directa-
mente responsable del comportamiento deficiente de 
muchos de los indicadores internacionales que tanto 
preocupan al Gobierno y a la sociedad en general. 
Otra inquietud que aparece es si realmente al 
Estado le interesan la cobertura, la pertinencia y 
la calidad de la educación superior, o más bien la 
preocupación se debe a los valores actuales de los 
indicadores de estas variables, es decir que el asun-
to se reduce a mejorar estos indicadores a cualquier 
precio. De ser así, la propuesta de reforma tendría 
más riesgos que bondades. 
La mezcla entre un derecho fundamental como 
la educación superior y un negocio en el que pue-
den participar los particulares, puede no resultar tan 
extraña a la luz de las políticas neoliberales. Ya ha 
sido implementada en otros sectores como la salud, 
con los resultados por todos conocidos. Lo que no 
convence mucho es que se justifique la aplicación 
de este modelo argumentando el hecho de que ha 
sido exitoso en otros países, sería necesario un aná-
lisis juicioso de otros elementos, entre ellos la si-
tuación de competitividad en que se encontraban 
las IES de esos Estados en el momento de poner en 
funcionamiento la medida.
De otra parte no parece congruente que mien-
tras se establecen pírricos aumentos de presupuesto 
se exija a las instituciones asumir, como uno de sus 
objetivos, el desarrollo de investigación científica, 
técnica y artística, así como la formación de inves-
tigadores, y abordar tanto la investigación básica, 
como la investigación aplicada y la innovación (ar-
tículo 147). Tampoco es coherente con estas condi-
ciones que la actividad y dedicación investigadora y 
la contribución al desarrollo científico, tecnológico 
o artístico de los docentes e investigadores de las 
instituciones de educación superior sea un criterio 
para determinar la calidad y eficiencia de dichas ins-
tituciones (artículo 148). A todas luces no parece 
existir una apuesta seria y estratégica para compro-
meter recursos del estado que permitan cumplir con 
estos loables propósitos.
Se evidencia igualmente un marcado interés por 
asignar recursos a corto plazo que no comprometan 
la base presupuestal, lo que hace insostenible, en el 
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tiempo, la apertura de nuevos programas, la vincu-
lación de profesores de planta, el mantenimiento de 
edificaciones, los programas para combatir la deser-
ción, la investigación e innovación, la actualización 
tecnológica, la conectividad y las redes de voz y 
datos, entre otras actividades necesarias para una 
educación de alta calidad.
Propuesta de la Universidad del Quindío
Con todas las inquietudes que provoca la pro-
puesta de reforma a la educación superior, la idea 
no es unir una voz más al coro de los enemigos a 
ultranza de cualquier reforma al sistema actual. Hay 
en la propuesta del Gobierno unos elementos valio-
sos para rescatar y algunos temas que aparecen a 
primera vista como grandes amenazas, que con un 
poco de optimismo y con un compromiso serio del 
Estado, pueden mirarse como oportunidades o por 
lo menos como retos interesantes. 
La propuesta es que cualquier decisión que se 
piense en este sentido debe comenzar por arreglar 
el problema financiero que el Estado tiene con las 
IES, incluyendo la incorporación de estas deudas a 
la base de aportes del Estado2. A partir de entonces, 
con unas IES fortalecidas económicamente y por lo 
tanto muy posible en lo académico, se podrá hacer 
la discusión para ampliar la oferta del servicio de 
educación superior. En las actuales condiciones con 
pasivos pensional y laboral no solucionados, con 
grandes retrasos en infraestructura, dotación de la-
boratorios, conectividad, vinculación de profesores 
con doctorado, entre otros indicadores, sería conde-
narlas a su desaparición.
La incorporación a la base presupuestal de las 
IES públicas de los recursos adicionales destinados 
a aumentar las capacidades institucionales o mejo-
rar las condiciones de calidad, garantiza la sosteni-
bilidad en el tiempo de las inversiones. La apuesta 
debe ser entonces consolidar las 32 IES públicas 
como centros de excelencia en formación, investi-
gación, innovación y proyección a la comunidad, 
con recursos suficientes para revalidar su merecido 
título de Universidades, y como eje fundamental del 
desarrollo tecnológico de las regiones. Igualmente 
es necesario que tanto el Gobierno nacional como 
los organismos de control entiendan que para pro-
ducir innovación es necesario arriesgar recursos, 
porque seguramente muchos proyectos no tendrán 
la respuesta esperadas; pero con los que se logre el 
2 El subrayado es del autor. 
éxito, no solo se recuperarán los recursos inverti-
dos, sino también se producirán nuevos para finan-
ciación de las IES, amén del impacto en el desarro-
llo social y económico del país. 
No se ve viable que las Universidades, que no 
son instituciones financieras, asuman el crédito de 
los estudiantes para pagar luego de finalizada su 
carrera, lo cual implica grandes riesgos en los cos-
tes que no tienen compensación en el proyecto. La 
destinación de recursos públicos a IES privadas no 
es una propuesta viable, pues ya iría en desmedro 
del insuficiente presupuesto asignado a las públicas.
De otra parte la Universidad apoya las propues-
tas surgidas en el SUE para modificar los artículos 
concernientes a la financiación de las IES públicas 
que van a ser presentados al Gobierno nacional y 
que buscan la solución definitiva a las situaciones 
antes descritas. 
ORGANIZACIÓN 
DEL SISTEMA DE EDUCACIÓN SUPERIOR
Diagnóstico del Estado
Con el objetivo de fortalecer y flexibilizar la ofer-
ta de educación superior en el país, el proyecto pro-
pone reconfigurar el sistema de educación superior, 
reforzar la autonomía en la denominación de las 
IES y mantener la denominación de Universidad. 
Se deben dar condiciones específicas, tales como 
contar con cuerpos profesorales en ciencias básicas, 
contar con acreditación institucional, contar con 
programas académicos, en por lo menos tres áreas 
del conocimiento, desarrollar investigación de alto 
nivel demostrable, a través de grupos de investiga-
ción, reconocidos en las dos categorías superiores 
definidas por Colciencias y por lo menos en tres 
áreas del conocimiento, tener por lo menos un pro-
grama de doctorado debidamente autorizado. Por 
otro lado, busca que la oferta de programas de edu-
cación superior dependa de la capacidad de las IES 
verificadas por el sistema de aseguramiento y no de 
la tipología de la misma. 
Actualmente, existen en Colombia cinco tipos de 
instituciones de educación superior: Universidades 
(80); instituciones universitarias (114); instituciones 
tecnológicas (51); e instituciones técnicas (41). A 
ellas es necesario sumar las instituciones de régi-
men especial y las escuelas normales que ofrecen el 
ciclo normal superior, las cuales, en la actualidad, 
no son consideradas IES. 
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El proyecto de ley contempla una nueva cate-
goría de instituciones de educación superior por 
el origen de sus recursos, al adicionar a la actual 
clasifi cación de públicas y privadas la de institucio-
nes de educación superior mixtas. Se pretende así 
establecer la habilitación normativa para que recur-
sos del sector privado se vinculen al esfuerzo estatal 
que propende por la ampliación de la cobertura de 
la educación superior. 
Se recoge así la experiencia exitosa que ha teni-
do el Estado colombiano en la prestación de otros 
servicios públicos, en los que concurren aportes es-
tatales y de capital privado, como también las prác-
ticas innovadoras de algunos países, en los que ya 
funcionan instituciones como las que se proponen 
en esta iniciativa de reforma. Estas han demostrado 
las bondades de acudir a este tipo de entidades mix-
tas que, más allá de paliar la escasez de recursos, 
se erige en una alternativa de gestión de servicios 
públicos, que se nutre de las destrezas propias de la 
práctica y la experiencia del empresariado. Además, 
se potencia la focalización de la planeación y la 
política pública del sector, en tanto mantiene para 
el Estado grados de iniciativa y control en la gestión 
del servicio educativo. 
En cuanto a las instituciones de naturaleza espe-
cial, se hace explicita su vinculación al Ministerio de 
Educación en relación con la prestación del servicio 
de educación superior. De otra parte el proyecto 
concede autonomía a las IES no consideradas como 
Universidades que en la actualidad solo la tienen en 
forma limitada.
Discusión sobre la reforma
Los artículos 7 al 15 apuntan a modificar la oferta 
del servicio de educación superior. Se hacen una 
categorización de las IES, pero se establece que la 
prestación de determinado tipo de servicio depende 
de la capacidad y no de la clasificación. Hay además 
un reto muy interesante para las IES que aspiran a 
ser clasificadas como Universidades, con implica-
ciones en términos de garantía de calidad, claridad 
de sus compromisos y alcances, reconociendo la 
importancia y exigencia (aunque muy tenuemente 
expresadas) de la presencia de las ciencias básicas 
como requisitos para denominarse Universidad.
Son elementos muy importantes para las actua-
les IES, que pueden llegar a ser dinamizadores de 
las reformas a sus estructuras administrativas. Sin 
embargo, se olvida el proyecto de incorporar como 
requisito fundamental, para conservar o adquirir la 
denominación de Universidad, la de tener una facul-
tad de ciencias humanas, que soporte la formación 
integral de los jóvenes universitarios. La Unesco 
(2009), en la declaración de la Conferencia mundial 
sobre la educación, en La nueva dinámica de la 
educación superior y la investigación para el cam-
bio social y el desarrollo, plantea como responsabi-
lidades de la educación superior, entre otras, la de 
centrarse aún más en los aspectos interdisciplinarios 
y promover el pensamiento crítico y la ciudadanía 
activa, contribuyendo así al desarrollo sostenible, la 
paz, el bienestar, así como a hacer realidad los de-
rechos humanos, entre ellos la igualdad entre los 
sexos. También no solo proporcionar competencias 
sólidas para el mundo de hoy y de mañana, sino 
contribuir a la formación de ciudadanos dotados de 
principios éticos, comprometidos con la construc-
ción de la paz, la defensa de los derechos humanos 
y los valores de la democracia. 
¿Cómo, si no con una sólida formación en cien-
cias humanas se lograrán estos propósitos? ¿Nos 
estamos olvidando de la idea de Universidad en sus 
orígenes? ¿Vamos a formar “bárbaros científicos”? 
Cuándo se le preguntó a Henry Rosovsky, cate-
drático de Economía y ex decano de la Facultad de 
Artes y Ciencias de la Universidad de Harvard (es el 
hombre que en los años 70 lideró, desde su institu-
ción, lo que entonces se llamó «la revolución huma-
nista del currículum»), sobre qué pueden hacer las 
Universidades frente a los casos de corrupción polí-
tica y empresarial. Él respondió: “ (…) La formación 
se centra cada vez más en la especialización, y se 
tiende a olvidar el estudio de los códigos de conduc-
ta por los que debe regirse toda profesión liberal. 
Deberíamos analizar esta situación que califico de 
negativa. El estudio de la ética es muy importante 
en la Universidad porque los valores morales que el 
estudiante aprende en las aulas son los que después 
influyen en su comportamiento profesional (…)”
De otra parte, se abre el espacio de la compe-
tencia por el servicio de la educación superior, con 
elementos novedosos como la posible asociación 
con organizaciones públicas o privadas que no sean 
necesariamente del sector educativo. Superados los 
temores iniciales a cualquier cambio, esta situación 
puede mirarse como un reto interesante para las 
actuales Universidades, solo que en las condiciones 
de competitividad en que se encuentran actualmen-
te, una medida de este tipo puede sacarlas del siste-
ma, y muy pocas podrían mantenerse en la catego-
ría de “Universidad”.
68 ALFONSO LONDOñO OROZCO
Propuesta de la Universidad del Quindío
De acuerdo con el análisis anterior, se propo-
ne incluir entre los requisitos para la denominación 
de “Universidad” el de contar con una facultad o 
departamento de ciencias humanas, que contribu-
ya a la formación integral de ciudadanos y no solo 
profesionales. Si los campos de acción de las Insti-
tuciones Universitarias son las ciencias, las artes, las 
humanidades y la filosofía, no es posible concebir 
una institución con ese carácter (de Universidad) 
sin la capacidad para ello. 
La reforma debe apuntar a consolidar dos tipos 
de instituciones de educación superior públicas. Por 
un lado, las actuales Universidades que tendrían la 
misión de formación al más alto nivel y de produc-
ción de conocimiento a través de la investigación 
y la innovación. De otro lado, el Sena y nuevas 
instituciones tecnológicas públicas de alta calidad, 
en los campos que requiere el desarrollo del país. 
Ambas requieren mayores esfuerzos en financiación 
de los que se anuncian en la propuesta de reforma.
La aparición de la educación transfronteriza, si 
bien puede dinamizar la oferta, trae consigo gran-
des riesgos como lo manifestó la Unesco en su re-
ciente declaración del 2009: “La educación superior 
transfronteriza puede representar una importante 
contribución a la educación superior, siempre y 
cuando ofrezca enseñanza de calidad, promueva 
los valores académicos, mantenga su pertinencia y 
observe los principios básicos del diálogo, la coo-
peración y el reconocimiento mutuo, el respeto de 
los derechos humanos, la diversidad y la soberanía 
nacional (…), también puede generar oportunida-
des para prestatarios deshonestos y de poca calidad 
cuya acción debe contrarrestarse (…)” Se requiere 
entonces mayores elementos de control en la re-
forma propuesta para evitar la aparición de estas 
“fábricas de diplomas multinacionales”.
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